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 BOLETÍN Nº 11.053-13/11.103-13
INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN LOS PROYECTOS DE LEY REFUNDIDOS QUE MODIFICAN LA LEY N° 16.744, QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE ACCIDENTES DEL TRABAJO Y ENFERMEDADES PROFESIONALES, CON EL OBJETO DE ELIMINAR LA DISTINCION ENTRE EMPLEADOS Y OBREROS.
HONORABLE CÁMARA:


La Comisión de Hacienda informa el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del  artículo 226 del Reglamento de la Corporación.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS


1.- Origen y urgencia

La iniciativa tuvo su origen en la Cámara de Diputados, proyectos de ley refundidos, en primer trámite constitucional, iniciados en moción de las Diputadas señoras Hernando, doña Marcela, y Sepúlveda, doña Alejandra, y de los Diputados, señores Alvarado, don Miguel Ángel; Letelier, don Felipe, y Mirosevic, don Vlado, contenido en el Boletín N° 11103-13, y en moción de la Diputada señora Provoste, doña Yasna, y de los Diputados señores Andrade, don Osvaldo; Cornejo, don Aldo; Fuentes, don Iván; Lorenzini, don Pablo; Morano, don Juan Enrique; Ojeda, don Sergio; Silber, don Gabriel; Torres, don Víctor, y Vallespín, don Patricio, contenido en el Boletín N° 11053-13, sin urgencia.


2.- Artículos que la Comisión Técnica dispuso que fueran conocidas por ésta.

La Comisión Técnica consideró  que las disposiciones del proyecto son de competencia de la Comisión de Hacienda, esto es todo el proyecto.

3.- Disposiciones o indicaciones rechazadas
Numeral 5) del artículo 1° del proyecto.

4.- Modificaciones introducidas al texto aprobado por la Comisión Matriz y calificación de normas incorporadas
Ninguna.


5.- Disposiciones que no fueron aprobadas por unanimidad

Todas las normas aprobadas lo fueron por unanimidad.

6.- Se designó Diputado Informante al señor  Daniel Farcas.

Asistieron a la Comisión, durante el estudio del proyecto, las siguientes personas:  
MINISTERIO DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL

· Sra. Alejandra Krauss Valle; Ministra del Trabajo y Previsión Social

· Sra. Jeannette Jara Román Subsecretaria de Previsión Social

· Sr. Claudio Reyes; Superintendente de Seguridad Social

· Sra. Pamela Gana; Intendenta de Salud y seguridad en el Trabajo

· Sr. Jacob Sandoval; Director del ISL

· Sr. Pedro Contador; Asesor Subsecretaria

· Sr.Fernando Carmona; Asesor Subsecretaria

· Sr. Sergio Vargas; periodista

· Sr. Francisco Del Río; Coordinador Legislativo del Ministerio del trabajo
· Dr. Tito Pizarro, Subsecretario (S).

· Sra. Helga Balich, Profesional Departamento Ocupacional, Ministerio de Salud.

DIPRES
· Sra. Jacqueline Canales, sectorialista de la DIPRES en el área trabajo.
· Sr. Jorge Carikeo, Analista Presupuestario.
FEDERACIÓN NACIONAL DE SINDICATOS DE TRABAJADORAS DE CASA PARTICULAR DE CHILE:

· Sra. Ruth Olate, Presidenta.

· Sra. Jeannett Alarcón.

· Sra. Verónica Salas 

ASOCIACIÓN NACIONAL DE EMPLEADAS DE CASA PARTICULAR, ANECAP:

· Sra. Bernardita Muñoz, Presidenta Nacional.

· Sra. Aurora González, Presidenta Viña del Mar.

· Sra. Verónica Farías.

FENAMA:

· Sra. Marta Albornoz, Presidenta.

· Sra. Sandra Alvarado, Directora.

· Sra. Alejandrina Agurto, Directora.
Todo el proyecto es de competencia de la Comisión, consiste en un artículo permanente y dos transitorios, el cual tiene el siguiente contenido:
El artículo 1° modifica la ley N° 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, en el siguiente sentido:

1)
Sustituye el artículo 4 por el siguiente:

"Articulo 4.- Para los efectos de este seguro, todos los empleadores se entenderán afiliados, respecto de la totalidad de sus trabajadores, al Instituto de Seguridad Laboral, salvo que se adhieran a alguna Mutualidad de Empleadores.

Lo dispuesto en el inciso anterior también se aplicará a los trabajadores independientes afectos al seguro de esta ley.".

La norma actual establece que la afiliación de un trabajador, hecha en una Caja de Previsión para los demás efectos de seguridad social, se entenderá hecha, por el ministerio de la ley, para este seguro, salvo que la entidad empleadora para la cual trabaje se encuentre adherida a alguna Mutualidad.

2)
Reemplaza el artículo 8 por el siguiente:

"Articulo 8.- La administración del seguro estará a cargo del Instituto de Seguridad Laboral y de las Mutualidades de Empleadores, en adelante denominados los organismos administradores.".
La norma actual  entrega la administración del seguro al Servicio de Seguro Social.

3)
Deroga el artículo 9. 
Esta norma establece que respecto de los afiliados en el Servicio de Seguro Social, el seguro será administrado por éste, correspondiendo al Servicio Nacional de Salud otorgarles las prestaciones médicas y los subsidios por incapacidad temporal, sin perjuicio de las demás funciones que le encomienda la presente ley.
4)
Reemplaza el artículo 10 por el siguiente:

Artículo 10.- El Instituto de Seguridad Laboral administrará este seguro, incluida la realización de actividades de prevención de riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, respecto de sus entidades empleadoras afiliadas y los trabajadores de éstas, como también respecto de los trabajadores independientes que corresponda.

El Instituto de Seguridad Laboral podrá contratar el otorgamiento de las prestaciones médicas con los Servicios de Salud, con las Mutualidades de Empleadores o con otros establecimientos de salud públicos o privados.

Para los servicios de salud del artículo 16 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, y los establecimientos de salud experimental creados por los decretos con fuerza de ley N°s 29, 30 y 31, de 2000, todos del Ministerio de Salud, será obligatorio convenir el otorgamiento y proporcionar tales prestaciones cuando se lo solicite el Instituto de Seguridad Laboral, sujeto ello al pago de tarifas establecidas según los aranceles vigentes.

Los convenios de atención celebrados por el Instituto de Seguridad Laboral con los organismos públicos y privados se sujetarán a las normas de contratación general del Estado y a las modalidades, condiciones y aranceles que señale un reglamento emanado del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito también por los Ministros de Salud y de Hacienda.".

La norma actual  establece que respecto de los afiliados en otras Cajas de Previsión, administrará este seguro el respectivo organismo previsional en que estén afiliados.

5)
Reemplaza el artículo 21 por el siguiente:

"Articulo 21.- El Instituto de Seguridad Laboral deberá aportar al Ministerio de Salud un porcentaje de sus ingresos con el objeto de financiar el desarrollo de las labores de inspección y prevención de riesgos profesionales, así como para el funcionamiento de la Comisión Médica de Reclamos.

Mediante decreto dictado anualmente por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito por el Ministerio de Salud, se establecerá el monto, las modalidades y condiciones para el traspaso de los aportes señalados en el inciso precedente.".

La norma actual  establece que mediante decreto supremo se determinará la proporción en que se distribuirá, entre el Servicio de Seguro Social y el Servicio Nacional de Salud, el producto de las cotizaciones que aquél recaude para este seguro.

6)
Sustituye el artículo 23 por el siguiente:

"Articulo 23. - Todas las sumas de dinero que le corresponda percibir al Ministerio de Salud por aplicación de lo dispuesto en la presente ley, se contabilizarán por separado para destinarlas exclusivamente a los objetivos que esta ley le encomienda.".

La norma actual establece que todas las sumas que corresponda percibir al Servicio Nacional de Salud, por aplicación de lo dispuesto en la presente ley, se contabilizarán por separado y este organismo deberá destinarlas exclusivamente a los objetivos que esta ley le encomienda.

7) Sustituye en el artículo 25 la oración "a toda persona, empleado u obrero, que trabaje para alguna empresa, institución, servicio o persona" por la siguiente: "a toda persona que preste servicios por cuenta propia o como dependiente para alguna entidad empleadora.
Esta norma termina con la distinción entre empleado y obrero.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

El artículo primero, dispone que esta ley entrará en vigencia el primer día del año subsiguiente a la fecha de su publicación.

El artículo segundo , establece que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley en su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Instituto de Seguridad Laboral y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes, el gasto se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de presupuestos del Sector Público.".

El propósito de la iniciativa consiste en: modificar la ley N° 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, con el objeto de eliminar la distinción entre empleados y obreros.

Las mociones que dieron origen a este proyecto señalan lo siguiente:

En sesión de fecha 7 de junio del año en curso, la Sala acordó refundir los proyectos de ley de que da cuenta este Informe, en consideración a que ambas iniciativas incidían en modificaciones a la ley N° 16.744, que establece normas sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, con el objeto de eliminar la distinción entre empleados y obreros que hacía el antiguo sistema previsional al incorporar a los trabajadores a distintas Cajas de Previsión según fuera el tipo de actividad que desarrollaba.

Hacen presente los autores de la moción contenida en el Boletín N° 11053-13, que la distinción que hace la ley entre “empleados y obreros”, se basaba en la preeminencia del esfuerzo intelectual o del esfuerzo físico, diferencia que existió en nuestra legislación para efectos laborales hasta el año 1978, que fue definitivamente suprimida por el Decreto Ley N° 2.200. Sin embargo, para efectos previsionales esta diferencia se mantuvo y subsiste hasta hoy, encontrándose actualmente consagrada en el artículo 1° inciso segundo transitorio del Código del Trabajo y en el artículo 83 del DL N° 3.500 de 1980.
Con todo, agregan, bajo la legislación actual si el afectado es “empleado”, por disposición legal este tiene la libertad de acceder a toda la red de prestadores con las que cuenta el sistema, tanto público como privado. Sin embargo, si el afectado es un “obrero”, estos no pueden acceder libremente a la red asistencial, ni pública ni privada, quedando la atención limitada a los establecimientos pertenecientes a los Servicios de Salud, disminuyendo con ello la posibilidad de atención oportuna cuando la requieran. 

Por su parte, los autores de la moción contenida en el Boletín N° 11103-13, expresan que el presente proyecto busca actualizar la normativa de la ley N° 16.744 en materia de administración del seguro de dicho cuerpo legal, modificando las referencias a órganos cuyas leyes se encuentran derogadas e indicando a los órganos que actualmente se encuentran vigentes. Ello, agregan, permitirá eliminar la discriminación arbitraria de nuestro ordenamiento jurídico en esta materia entre obreros y empleados.

Por su parte el mensaje en virtud del cual se presentó indicación sustitutiva de este proyecto señala lo siguiente:
El seguro de la ley N° 16.744 fue creado en el año 1968, bajo la vigencia de un sistema previsional respecto del cual la afiliación de un trabajador a un determinado régimen dependía fundamentalmente del tipo de actividad que desarrollaba. Así, las ex cajas de previsión fueron creadas para afiliar a los trabajadores considerados empleados y el ex Servicio de Seguro Social fue creado para quienes tuvieran la calidad de obreros. Si bien existieron otras cajas de obreros, para efectos del citado seguro de la ley N° 16.744, todos ellos se entendían cubiertos por el citado ex Servicio de Seguro Social.

La distinción entre empleados y obreros, basada en la preeminencia del esfuerzo intelectual o del esfuerzo físico en el desarrollo de sus labores, existió en la legislación chilena para efectos laborales desde el Código del Trabajo de 1931 hasta el año 1978, en que fue suprimida por el decreto ley N° 2.200. Sin embargo, para efectos previsionales, dicho decreto ley mantuvo esta diferencia, la que aún subsiste, encontrándose actualmente consagrada en el inciso segundo del artículo 1° transitorio del Código del Trabajo. 

En 1980, al crearse el sistema previsional de capitalización individual, no se modificó la ley N° 16.744 en materia de administración del Seguro contra Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales sino que, por el contrario, el artículo 83 del decreto ley N°3.500 dispuso que los trabajadores dependientes incorporados o que se incorporaren a este sistema, seguirían sujetos a las instituciones de previsión que a la fecha de su entrada en vigencia estuvieren encargadas de otorgarles las prestaciones y recaudar las cotizaciones de dicho seguro. Tales instituciones, en el caso del seguro de la ley N° 16.744 eran  precisamente las ex cajas de previsión, el ex Servicio de Seguro Social y el ex Servicio Nacional de Salud.

A su vez, el decreto ley N° 3.502, de noviembre de 1980, creó el Instituto de Normalización Previsional, asignándole, entre otras, la función de administrar las ex cajas de previsión y más adelante, en 1988, la ley N° 18.689 fusionó a dichas instituciones en el Instituto de Normalización Previsional, el que fue declarado sucesor legal de éstas. Posteriormente, la ley N° 20.255, de 2008, sobre reforma previsional, creó el Instituto de Seguridad Laboral, como sucesor legal del Instituto de Normalización Previsional en materia de administración del Seguro de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales.

Por otra parte, el decreto ley N° 2763, de 1979, que reorganizó el Ministerio de Salud, creó las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud y los Servicios de Salud, dándoles el carácter de continuadores legales del ex Servicio Nacional de Salud. A su vez, la ley N° 19.937, de 2004, estableció la nueva estructura de la autoridad sanitaria. Este cuerpo legal dispuso que el Ministerio de Salud estuviera integrado por el Ministro; la Subsecretaría de Redes Asistenciales; la Subsecretaría de Salud Pública y las Secretarías Regionales Ministeriales. Esta normativa se encuentra actualmente refundida en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud.

Esta administración segregada importa la obligación de discriminar en el trato que el administrador público del seguro social de la ley N° 16.744 otorga a sus trabajadores afiliados, manteniendo la distinción entre obreros y empleados, teniendo importantes consecuencias en el otorgamiento de las prestaciones a sus afiliados. Así, un trabajador afiliado al Instituto de Seguridad Laboral, considerado como obrero, recibirá las prestaciones que se señalan por las entidades que en cada caso se indican:

a) El Instituto de Seguridad Laboral, en el otorgamiento y pago de las pensiones e indemnizaciones; 

b) Los Servicios de Salud, en el otorgamiento de las prestaciones médicas; y 

c) Las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, en el otorgamiento y pago de los subsidios por incapacidad temporal y la realización de actividades de prevención de riesgos profesionales. 

En cambio, respecto de los trabajadores afiliados al Instituto de Seguridad Laboral considerados como empleados, el seguro social de la ley N° 16.744 es administrado integralmente por esa entidad. 

Así entonces, ante la ocurrencia de un accidente del trabajo o de una enfermedad profesional, un trabajador afiliado al Instituto de Seguridad Laboral, calificado como obrero, sólo podrá ser atendido por los Servicios de Salud, mientras que para el trabajador calificado de empleado existen otras alternativas de atención, incluyendo convenios con otros gestores del seguro.
Por su parte, esta desagregación de funciones también ha significado dificultades para disponer de mejor información respecto de los empleadores afiliados y de los trabajadores protegidos.

Finalmente, se hace presente que el ingreso de esta iniciativa legal se inscribe dentro del marco de los compromisos asumidos por la Política Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo, aprobada mediante decreto supremo N° 47, de 2016, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y recoge, en lo esencial, los planteamientos de las mociones, boletín N°11.053-13, de los H. Diputados  Osvaldo Andrade Lara, Aldo Cornejo González, Iván Fuentes Castillo, Pablo Lorenzini Basso, Juan Enrique Morano Cornejo, Sergio Ojeda Uribe, Yasna Provoste Campillay, Gabriel Silber Romo, Víctor Torres Jeldes y Patricio Vallespín López; y boletín  N° 11.103-53, de los H. Diputados Miguel Ángel Alvarado Ramírez, Marcela Hernando Pérez, Felipe Letelier Norambuena, Vlado Mirosevic Verdugo y Alejandra Sepúlveda Órbenes.

Mediante el presente proyecto que se somete a la aprobación parlamentaria, se pone término a la distinción entre obreros y empleados en el Instituto de Seguridad Laboral, para lo cual este organismo administrador de la ley N° 16.744 deberá desarrollar actividades permanentes de prevención en las respectivas empresas cotizantes, otorgar las prestaciones médicas y pecuniarias y mantener un registro respecto de los accidentes del trabajo y enfermedades profesionales ocurridos en cada empresa afiliada.

Respecto del otorgamiento de prestaciones médicas, se faculta al Instituto de Seguridad Laboral para celebrar convenios de atenciones médicas con diferentes prestadores públicos y privados, sin perjuicio de mantener los convenios que se encuentren vigentes con los Servicios de Salud, igualando de esta manera el trato entre los trabajadores protegidos. 

Por esta razón, se modifican las normas que establecen las transferencias de recursos para las actividades descritas en el inciso primero del artículo 21 de la ley Nº 16.744 para el financiamiento de las prestaciones médicas por parte del sector salud respecto de los trabajadores calificados como obreros afiliados al Instituto de Seguridad Laboral. No obstante, se mantienen estas transferencias para que el Ministerio de Salud financie el desarrollo de las labores de inspección y prevención de riesgos profesionales, así como para el funcionamiento de la Comisión Médica de Reclamos. 


Incidencia en materia  presupuestaria y financiera
El informe financiero N° 60 de 5 de junio de 2017, elaborado por la Dirección de Presupuestos, acompañó a la indicación sustitutiva presentada por el Ejecutivo al proyecto de ley que modifica la Ley N°16.744, que Establece Normas sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, tiene por objeto eliminar la distinción entre empleados y obreros en el Instituto de Seguridad Laboral. Para ello, este organismo administrador de la Ley N°16.744 deberá desarrollar actividades permanentes de prevención en las respectivas empresas cotizantes, otorgar las prestaciones médicas y pecuniarias y mantener un registro respecto de los accidentes del trabajo y enfermedades profesionales ocurridos en cada empresa afiliada.

Respecto del otorgamiento de prestaciones médicas, se faculta al referido Instituto para celebrar convenios de atenciones médicas con diferentes prestadores públicos y privados, sin perjuicio de mantener los convenios que se encuentren vigentes con los Servicios de Salud, igualando de esta manera el trato entre los trabajadores protegidos.

Por esta razón, se modifican las normas que establecen las transferencias de recursos para las actividades descritas en el inciso primero del artículo 21 de la ley N°16.744 para el financiamiento de las prestaciones médicas por parte del sector salud respecto de los trabajadores calificados como obreros afiliados al Instituto de Segundad Laboral, manteniéndose, no obstante, estas transferencias para que el Ministerio de Salud financie el desarrollo de las labores de inspección y de prevención de riesgos profesionales, así como para el funcionamiento de la Comisión Médica de Reclamos.

Efecto de la Indicación Sustitutiva sobre el Presupuesto Fiscal

Los contenidos de la sustitutiva implicarán un mayor gasto fiscal neto de $13.729 millones anuales en régimen, considerando que la eliminación de la distinción entre obreros y empleados significará que el Instituto de Seguridad Laboral deberá gestionar directamente más de 24.500 nuevos accidentes o enfermedades profesionales al año, con su consiguiente impacto en mayores gastos en prestaciones médicas.

El mayor gasto señalado incluye el incremento del Gasto en Prevención y el Gasto Operacional, dado que se deberán reforzar los recursos humanos del Instituto en 50 personas para la atención de estos nuevos beneficiarios, con un costo anual de $1.010 millones.
El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley en su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Instituto de Segundad Laboral, y en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes, el gasto se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de presupuestos del Sector Público.

Informe financiero complementario.

A solicitud de la Comisión de Hacienda, la Dirección de Presupuestos preparó y  presentó un informe financiero complementario, en el cual se explica en detalle el efecto presupuestario de este proyecto, como también las fuentes de financiamiento del mismo.
I. Antecedentes 
El presente Informe Técnico Complementario se presenta en el marco de la discusión de la indicación sustitutiva al proyecto de ley que modifica la ley N°16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, con el objeto de eliminar la distinción entre empleados y obreros (Boletín N° 11.053-13).
Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal 
Los contenidos de la indicación sustitutiva implicarán un mayor gasto fiscal neto de $ 13.729 millones anuales en régimen, de acuerdo a lo siguiente:
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INCREMENTOS DE GASTOS 
(1) El gasto en Prestaciones Médicas se construye considerando el número de eventos (accidentes del trabajo, accidentes de trayecto y enfermedades laborales) que se deberán atender y el costo promedio por evento. Para determinar el número de eventos se estimó la tasa de accidentabilidad en base a datos de la industria del año 2015, la que arrojó una tasa de 5%. Dado que los cotizantes totales del ISL en 2015 fueron 815.493 trabajadores/as, los eventos asociados corresponderían a 40.775 casos. En 2015 se registran 16.151 eventos correspondientes a empleados. Por tanto, la diferencia entre 40.775 casos totales y 16.151 casos de empleados, corresponde a 24.624 casos de obreros. Para determinar el costo promedio por evento en prestaciones médicas se proyectó una mayor eficiencia en la gestión de contratos, lo que permite estimar una reducción en el costo promedio por accidente de $848.000 en 2016 a $526.000 en 2022, año en régimen. Por lo tanto, el Gasto en prestaciones médicas corresponde a 24.624 eventos multiplicado por su costo unitario de $526.000. 
(2) Gasto Subsidio Incapacidad Laboral: Se asume que el gasto en Subsidio de Incapacidad Laboral será el equivalente al que el Ministerio de Salud ha recibido como transferencia por concepto de este beneficio.
 (3) Gasto en Personal: El mayor gasto en personal corresponde a la incorporación de 50 trabajadores para reforzar el ISL en el cumplimiento de sus nuevas funciones y mayor cantidad de eventos.
 (4) Gasto en Prevención: El mayor gasto en prevención corresponde al gasto que realizará el Instituto de Seguridad Laboral sobre el grupo de obreros que comenzará a atender directamente. Dicho gasto se estimó tomando en consideración la tasa de accidentabilidad aplicable a dicho grupo objetivo.

DISMINUCIONES DE GASTOS 
Corresponden a la eliminación de la trasferencia a la Subsecretaría de Salud Pública por concepto de gasto en Prestaciones Médicas, Subsidio de Incapacidad Laboral, y Rehabilitación de Inválidos, por la atención a los antiguos obreros que pasan a ser atendidos directamente por el ISL.
INFORME PRODUCTIVIDAD
Conforme a las instrucciones de la Presidenta de la República, por tener este proyecto impacto regulatorio, fue acompañada la indicación sustitutiva por el siguiente informe de productividad, que se inserta a continuación:

“INFORME DE PRODUCTIVIDAD

PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY N° 16.744, QUE ESTABLECE EL SEGURO SOCIAL CONTRA RIESGOS DE ACCIDENTES DEL TRABAJO Y ENFERMEDADES PROFESIONALES, PARA PONER TERMINO A LADISTINCIÓN ENTRE OBREROS Y EMPLEADOS EN LA ADMINISTRACIÓN QUE EFECTUA EL INSTITUTO DE SEGURIDAD LABORAL

Ministerio del Trabajo y Previsión Social

1. Descripción del problema: ¿Cuál es el problema que se quiere abordar?

El Seguro de la Ley N° 16.744 fue creado en el año 1968, bajo la vigencia de un sistema previsional, respecto del cual la afiliación de un trabajador a un determinado régimen dependía fundamentalmente del tipo de actividad que desarrollaba. Así, las ex Cajas de Previsión fueron creadas para afiliar a los trabajadores considerados empleados y el ex Servicio de Seguro Social fue creado para quienes tuvieran la calidad de obreros. Si bien existieron otras cajas de obreros, para efectos del citado Seguro de la Ley N° 16.744, todos ellos se entendían cubiertos por el citado ex Servicio de Seguro Social.

La distinción entre empleados y obreros, basada en la preeminencia del esfuerzo intelectual o del esfuerzo físico, existió en la legislación chilena para efectos laborales desde el Código del Trabajo de 1931 hasta el año 1978, en que fue suprimida por el D.L. N° 2.200. Sin embargo, para efectos previsionales, dicho decreto ley mantuvo esta diferencia, la que aún subsiste, encontrándose actualmente consagrada en el inciso segundo del artículo 1° transitorio del Código del Trabajo.

En 1980, al crearse el sistema previsional de capitalización individual, no se modificó la Ley N° 16.744 en materia de administración del Seguro contra Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales sino que, por el contrario, el artículo 83 del D.L. N°3.500, dispuso que los trabajadores dependientes incorporados o que se incorporaren a este sistema, seguirían sujetos a las instituciones de previsión que a la fecha de su entrada en vigencia estuvieren encargadas de otorgarles las prestaciones y recaudar las cotizaciones de dicho Seguro. Tales instituciones, en el caso del Seguro de la Ley N° 16.744 eran precisamente las ex Cajas de Previsión, el ex Servicio de Seguro Social y el ex Servicio Nacional de Salud.

A su vez, el D.L. N° 3.502, de noviembre de 1980, creó el Instituto de Normalización Previsional, asignándole, entre otras, la función de administrar la ex Cajas de Previsión y más adelante, en 1988, la Ley N° 18.689 fusionó a dichas instituciones en el Instituto de Normalización Previsional, el que fue declarado sucesor legal de éstas. Posteriormente, la Ley N° 20.255, de 2008, sobre reforma previsional, creó el Instituto de Seguridad Laboral, como sucesor legal del Instituto de Normalización Previsional en materia de administración del Seguro de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales.

Por otra parte, el D.L. N° 2763 de 1979, que reorganizó el Ministerio de Salud, creó las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, y los Servicios de Salud, dándoles el carácter de continuadores legales del ex Servicio Nacional de Salud. A su vez, la Ley N° 19.937, publicada en el Diario Oficial de 24 de febrero de 2004, estableció la nueva estructura de la Autoridad Sanitaria. Este cuerpo legal, que entró en vigencia el 1° de enero del año 2005, dispuso que el Ministerio de Salud esté integrado por el Ministro; la Subsecretaría de Redes Asistenciales; la Subsecretaría de Salud Pública y las Secretarías Regionales Ministeriales. Esta normativa se encuentra actualmente refundida en el D.F.L. N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud.

Esta administración segregada importa la obligación de discriminar en el trato que el administrador público del Seguro Social de la Ley N° 16.744 otorga a sus trabajadores afiliados, manteniendo la distinción entre obreros y empleados, teniendo importantes consecuencias en el otorgamiento de las prestaciones a sus afiliados. Así, un trabajador afiliado al Instituto de Seguridad Laboral, considerado como obrero, recibirá las prestaciones que se señalan por las entidades que en cada caso se indican:

a) El Instituto de Seguridad Laboral, en el otorgamiento Y pago de las pensiones e indemnizaciones;

b) Los Servicios de Salud, en el otorgamiento de las prestaciones médicas; y

c) Las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, en el otorgamiento y pago de los subsidios por incapacidad temporal y la realización de actividades de prevención de riesgos profesionales.

En cambio, respecto de los trabajadores afiliados al Instituto de Seguridad Laboral considerados como empleados, el Seguro Social de la ley N° 16.744 es administrado integralmente por esa entidad.

Así entonces, ante la ocurrencia de un accidente del trabajo o de una enfermedad profesional, un trabajador afiliado al Instituto de Seguridad Laboral, calificado como obrero, sólo podrá ser atendido por los Servicios de Salud, mientras que para el trabajador calificado de empleado existen otras alternativas de atención, incluyendo convenios con otros gestores del seguro.

Por su parte, esta desagregación de funciones, ha significado también dificultades para disponer de mejor información respecto de los empleadores afiliados y de los trabajadores protegidos.

II. Objetivos que se buscan alcanzar con el Proyecto:

Mediante el presente proyecto, se pone término a la distinción entre obreros y empleados en el Instituto de Seguridad Laboral, para lo cual este organismo administrador de la Ley N° 16.744 deberá desarrollar actividades permanentes de prevención en las respectivas empresas cotizantes, a otorgar las prestaciones médicas y pecuniarias, a mantener una completa base de datos respecto de los accidentes del trabajo y enfermedades profesionales ocurridos en cada empresa afiliada. Respecto del otorgamiento de prestaciones médicas, se faculta al referido Instituto para celebrar convenios de atenciones médicas con diferentes prestadores públicos y privados, sin perjuicio de mantener los convenios que se encuentren vigentes con los Servicios de Salud, igualando de esta manera el trato entre los trabajadores protegidos. Por esta razón, se deroga las normas que establece las transferencias de recursos para las actividades descritas en el inciso primero del artículo 21 de la ley N° 16.744 para el financiamiento de las prestaciones médicas por parte del sector salud para los afiliados obreros al ISL, manteniéndose, no obstante, estas transferencias para que el Ministerio de Salud financie el desarrollo de las labores de inspección, prevención de riesgos profesionales, así como para el funcionamiento de la Comisión Médica de Reclamos.

III. Opciones de política

Respecto de las opciones de políticas para abordar este problema, aquellas no existen, o se mantiene la norma actual o se elimina la diferencia entre obreros y empleados. A mayor abundamiento la mantención de la diferencia es contraria a los principios de igualdad ante la ley y no discriminación, consagrados tanto en la Constitución Política como en diversos cuerpos legales, entre ellos el Código del Trabajo.

IV. Contenido del Proyecto

Los principales contenidos de la propuesta son los siguientes:

a) Se sustituye el artículo 4° de la Ley 16.766 y se establece la afiliación al ISL en caso de que los empleadores no adhieran expresamente a alguna Mutualidad. La misma regla se propone para los trabajadores independientes, de acuerdo a lo establecido en el art. 3° del D.S. N° 67, de 2008.

b) Se deroga el artículo 9 de la Ley 16.744, que obliga al ex Servicio del Seguro Social (actual ISL) a otorgar las prestaciones médicas y el subsidio por incapacidad laboral a través de ex Servicio Nacional de Salud, sin posibilidad de convenir el otorgamiento de estas prestaciones mediante terceros.

c) Se reemplaza el artículo 10° de manera de concentrar las competencias respecto de la administración del seguro en el ISL como gestor público del sistema y, por tanto, deberá otorgar a sus afiliados las prestaciones pecuniarias, preventivas y médicas, no obstante ello, el ISL podrá convenir el otorgamiento de prestaciones médicas con los Servicios de Salud, con las Mutualidades de Empleadores, o con otros establecimientos de salud públicos o privados.

d) Se establece además en dicho artículo, respecto de los convenios de atención celebrados por el Instituto con los organismos públicos y privados, las modalidades, condiciones y aranceles que señale un reglamento.

e) Se propone sustituir, en el artículo 21, la referencia al ex Servicio Nacional de Salud por el Ministerio de Salud. Sin perjuicio de lo anterior, se mantienen las atribuciones y financiamiento para el desarrollo de las labores propias de la administración del seguro que actualmente detenta el Ministerio de Salud y que ejecutan a través de sus organismos o servicios dependientes. Asimismo, acorde a las ideas matrices del proyecto, se procede a actualizar el concepto de trabajador contenido en el artículo 25 de la Ley N° 16.744.

V. Beneficios del proyecto.

El principal beneficio del proyecto es dar igualdad de trato a todos los trabajadores, particularmente en cuanto a las prestaciones de salud y seguridad en el trabajo, que ya ha sido eliminada del Código del trabajo, pero continúa presente en la Ley N°16.744.

En la práctica, esto permitiría a los trabajadores considerados como "obreros" cuyos empleadores estén afiliados al actual Instituto de Seguridad Laboral acceder a prestaciones médicas por causas de accidentes tanto en la red de servicios de salud públicos como en la mutualidad, tal como hoy pueden hacerlo aquellos trabajadores a los que se les califica como "empleados".

Esto, ampliaría las posibilidades de atención oportuna para los trabajadores, permitiéndoles acceder tanto al sector público de salud y la mutualidad, beneficiando a los trabajadores cuyo Seguro de Accidentes laborales actualmente, por considerarlos obreros, no les permite acceder a las instituciones de la mutualidad.

Asimismo, la incorporación de tarifas máximas para las atenciones médicas puede tener importantes beneficios tanto para las arcas fiscales como para la competitividad del sistema, en cuanto puede mejorar la posición de los prestadores más eficientes. Esto puede mejorar la eficiencia general del sistema, mejorando el uso de los recursos provenientes de las cotizaciones, permitiendo que se puedan atender una mayor cantidad de trabajadores a precios más bajos y manteniendo altos estándares de calidad.

En la misma línea, el hecho de terminar con la transferencia hacia el MINSAL por parte del ISL genera una mejora en la gestión, en cuanto permitiría contar con mejores procesos de registro y control por parte de la Red de Salud Pública. Asimismo, el ISL contaría con la posibilidad de pagar una mayor cantidad de prestaciones médicas y SIL con la misma cantidad de fondos dentro del seguro, ayudando a una mejor utilización de los recursos recaudados y con menores necesidades de recursos públicos de respaldo para este seguro.

Además, considerando la importancia que contar con información detallada y oportuna sobre el funcionamiento del sistema es vital para su correcta evaluación, gestión y proyección, este proyecto genera una externalidad positiva en cuanto permitirá llevar un mejor registro las enfermedades de origen laboral que son atendidas en la Red Pública de Salud.

Asimismo, respecto a la inclusión de aquellos convivientes civiles como beneficiarios de las pensiones de sobrevivencia del seguro de accidentes permitiría acceder a las miles de personas que han contraído este tipo vínculo, lo que actualmente no sucede pese a existir el compromiso por parte del Gobierno de garantizar la igualdad de derechos entre cónyuges y convivientes civiles.

VI. Probable costo de la propuesta

Actualmente, el financiamiento de las prestaciones médicas del seguro de accidentes para los afiliados al ISL se lleva a cabo a través de transferencias anuales fijas desde este último hacia la Subsecretaría de Salud Pública. Estas transferencias dependen de criterios históricos en la cantidad de tratamientos y/o atenciones a realizar por la Red Pública de Salud, estas transferencias se realizan solo una vez por año, a través de un Decreto.

De aprobarse la propuesta, el principal cambio sería que se terminarían estas transferencias fijas y que el ISL se haría cargo de gestionar las transferencias directas por concepto de accidentes laborales o enfermedades profesionales de los trabajadores antes considerados obreros hacia las instituciones públicas o privadas con convenios para su atención. Asimismo, el ISL pasaría a hacerse cargo directamente del Subsidio de Incapacidad Laboral (SIL).

La propuesta, entonces, considera en términos económicos tanto gastos como ahorros para el Estado, estos últimos por tres canales; (1) el fin a las transferencias cruzadas que hoy ocurren por la atención por salud común de aquellos obreros que pasarán a atenderse como beneficiarios del Seguro de Accidentes y (2) por causa de la inclusión en la propuesta de topes para las tarifas de atenciones médicas para todos los afiliados del ISL, tanto obreros como empleados. En ese sentido, el resultado neto de la propuesta no necesariamente será negativo, pudiendo incluso significar la liberación de ingresos del Estado.
Para analizar así el balance final en términos financieros que significaría la ejecución de la propuesta, es necesario entonces hacer una proyección primero de costos y luego de gastos, para así poder comparar y entender globalmente las implicancias que tendría para el Estado.

a) Costos

Los principales costos de la propuesta tienen que ver con dos ítems principales:

· Costo de las atenciones médicas a obreros: Para proyectar esta cifra es vital contar con los costos proyectados por atención a cubrir y el número de eventos a cubrir, para lo cual es necesario conocer el número de atenciones realizadas a obreros actual e históricamente.
La manera utilizada en el presente informe es calcular el número de atenciones a través de la estimación del número de obreros dentro de la cartera de afiliados del ISL por industria y la preponderancia de accidentes por industria.

Así, se llega a la conclusión que la cifra real de atenciones a obreros a 2017 es de 17.465 casos.

Para estimar los costos por caso, se asume una trayectoria decreciente de los costos por atención, considerando el actual plan estratégico del ISL de disminuir progresivamente los gastos por atención hasta 2020.

Figura 1: Costo medio en prestaciones médicas proyectado (millones de pesos)
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Sin embargo, los 17.465 van a entrar en régimen de manera escalonada, dando una transitoriedad natural a la modificación. Entonces, para proyectar cuál sería la trayectoria a seguir respecto a los casos a atender, se calcula la siguiente progresión que implica atender el 100% de los casos al año 2022 a través de la nueva modalidad.
Cuadro 1: Trayectoria de casos a atender desde 2017 a 2022

	
	2017
	2018
	2019
	2020
	2021
	2022

	Accidentes del trabajo de obreros a atender por propuesta

Porcentaje del total
	5.746

32,9%
	8.327

47,7%
	10.613

60,8%
	12.898

73,9%
	15.182

86,9%
	17.465

100,0%
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MM $
Incrementos de gastos Ao en Régimen
Gastos en Prestaciones Médicas (1) 12.952
Gastos Subsidio Incapacidad Laboral (2) 4.655
Gastos en Personal (3) 1.010
Gastos en Prevencion (4) 1.662
Total 20.279
Disminuciones de gastos
Prestaciones Médicas -1.876
Subsidio Incapacidad Laboral -4.655
Rehabilitacién Invélidos -19
Total -6.550
Resultado (incremento de gasto neto) 13.729




Fuente: SUSESO e ISL.

La cifra inicial de 5.746 casos surge de los casos actualmente identificados como obreros por causa de la existencia de licencias de origen laboral. La brecha entre este monto y los 17.465 es justamente aquellos obreros que, a pesar de haber cambiado la legislación, no serán atendidos bajo la nueva modalidad inmediatamente. Se proyecta, que sin embargo, la totalidad de los casos sean atendidos a través de la nueva modalidad al año 2022, lo que implica que año a año más obreros serán atendidos bajo la nueva modalidad hasta que la totalidad lo haga al año 2022.

· Costo de los SIL a pagar: Para proyectar esta cifra, se necesita estimar cuántos de los casos de atenciones de los obreros terminarían en la necesidad del pago del Subsidio. En un principio todos los obreros atendidos actualmente (5.746) implican un caso de días perdidos (lo que es realidad considerando que esta cifra proviene justamente de las licencias médicas iniciadas por obreros), pero que en el mediano plazo, al año 2022, esta cifra solo alcance el 35% del total de atenciones, lo que se alinea con la proporción observada en la industria entre casos de días perdidos y atenciones médicas laborales. Para calcular el costo total, se utiliza un costo medio estimado de $429.000.
· Costo operativo: Las nuevas responsabilidades del Servicio respecto a la gestión del grupo obrero conllevarán un aumento del costo operativo, fijado en 1.010 millones anuales.
· b) Ahorros

Como se mencionó anteriormente, la propuesta también implica ahorros para el Estado por causa del fin al subsidio cruzado por atenciones médicas laborales que se consideran de salud común y el ahorro por cuenta de la proyección de disminución de los costos por atención se aplicaría a todos los afiliados del ISL, tanto obreros como empleados:

· Fin al subsidio cruzado: Actualmente el diferencial entre las atenciones reales a obreros (17.465)
y las realmente consideradas (5.746) son atendidas y costeadas como atención médica común, lo que implica un subsidio desde MINSAL hacia el ISL. La propuesta entonces implica un fin gradual a este subsidio cruzado a medida que se llega a régimen. Así, el monto que hoy MINSAL gasta por este público (diferencial entre 17.465 y 5.746) por un costo promedio de $450.000 por atención irá disminuyendo en la medida que la brecha entre las atenciones financiadas a través del régimen propuesto y la totalidad de atenciones a obreros se cierra.

· Ahorro por topes de transferencias por atenciones de empleados: El cambio propuesto implica, con el fin de aumentar la eficiencia del sistema, la implementación de tarifas máximas a pagar por atención decrecientes hasta el 3020. Este cambio se haría para obreros pero también para empleados, lo que implicará un ahorro para el Estado en cuanto las tarifas observadas hoy tenderán a decrecer.
Con todo, el cuadro 2 muestra los resultados esperados del cambio propuesto en la ley, considerando tanto los costos como el ahorro que implicarían estas medidas para el Estado.

La tabla muestra que, a pesar de implicar costos, si se consideran también los ahorros para todos los periodos observados la propuesta significa la liberación de recursos del Estado.

Esto es causado fundamentalmente porque la propuesta implica el fin a subsidios cruzados que generan una pérdida importante de eficiencia del uso de los recursos. Por lo tanto, esta propuesta no solo es beneficiosa en términos que mejora la gestión, actualiza la norma garantizando la igualdad de atención para todos los trabajadores, sino que además genera un uso eficiente de recursos para el Estado y la sociedad.
Cuadro 2: Resumen resultados


DEBATE DE LAS NORMAS SOMETIDAS A LA CONSIDERACIÓN DE LA COMISIÓN, ESTO ES TODO EL PROYECTO.
La  señora Alejandra Krauss Valle, Ministra del Trabajo y Previsión Social, comienza su exposición señalando que el programa de gobierno, está en concordancia con el Convenio 187,  de la OIT, que prescribe: “avanzar hacia una cultura que previene, controla y reduce los riesgos laborales, implementando una Política Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo que incorpora activamente a los actores sociales y moderniza la institucionalidad laboral.” Asimismo, con la ratificación de este Convenio, que entró en vigencia en nuestro país en abril de 2012, el Estado de Chile se ha comprometido a realizar un proceso de construcción y desarrollo de una cultura de la prevención de los accidentes laborales y las enfermedades profesionales.


Comenta que el Ministerio del Trabajo y Previsión Social ha priorizado sus esfuerzos en mejorar las condiciones de seguridad y salud de los trabajadores y trabajadoras de nuestro país, motivo por el cual, el año 2014, iniciamos un proceso participativo para la elaboración de la Política Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo. Dentro de los principios definidos por la Política Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo, se incorporó la universalidad e inclusión que sostiene expresamente:


“La Política Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo y las acciones y programas que se desarrollen bajo su amparo favorecerán a todos los trabajadores y trabajadoras, cualquiera que sea su condición contractual o laboral. Dichas acciones serán aplicadas en todo lugar de trabajo, ya sea del sector público o privado, en forma equitativa, inclusiva, sin discriminación alguna.”.


Por su parte, la Política Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo estableció determinados compromisos para su implementación, en distintos ámbitos. Al respecto, sobre el ámbito normativo y de fiscalización, sostiene:


“Promover la modernización de la ley N°16.744 en materias tales como la eliminación de diferenciación entre obreros y empleados en el Instituto de Seguridad Laboral…”.


Destaca las diversas iniciativas a través de las cuales el Congreso Nacional  ha manifestado su voluntad expresa de eliminar esta distinción, con el objeto de resolver esta grave situación para un número importante de trabajadores y trabajadoras afiliados al Instituto de Seguridad Laboral. Por ejemplo, el Boletín N°11.053-13 de los H. Diputados Osvaldo Andrade Lara, Aldo Cornejo González, Iván Fuentes Castillo, Pablo Lorenzini Basso, Juan Enrique Morano Cornejo, Sergio Ojeda Uribe, Yasna Provoste Campillay, Gabriel Silver Romo, Víctor Torres Jeldes y Patricio Vallespín López, y el Boletín  N° 11.103-13 de los H. Diputados Miguel Ángel Alvarado Ramírez, Marcela Hernando Pérez, Felipe Letelier Norambuena, Vlado Mirosevic Verdugo y Alejandra Sepúlveda Órbenes.


Mediante el presente proyecto se pone término a la distinción entre obreros y empleados en el Instituto de Seguridad Laboral, para lo cual este organismo administrador de la Ley N°16.744, deberá desarrollar íntegramente: actividades permanentes de prevención en las respectivas empresas cotizantes; otorgar las prestaciones médicas y pecuniarias; y fortalecer el registro relativo a los accidentes del trabajo y enfermedades profesionales ocurridos en cada empresa afiliada.


Con respecto al otorgamiento de prestaciones médicas, se faculta al Instituto de Seguridad Laboral para celebrar convenios de atenciones médicas con diferentes prestadores públicos y privados, sin perjuicio de mantener los convenios que se encuentren vigentes con los Servicios de Salud, igualando de esta manera el trato entre los trabajadores protegidos.


En cuanto  a las iniciativas refundidas realiza las siguientes modificaciones a la ley N° 16.744: se sustituye el artículo 4, que establece el régimen de afiliación al seguro, adecuando la denominación de las antiguas entidades gestoras del seguro, cuyo continuador legal es el Instituto de Seguridad Laboral;  se modifica el artículo 8, individualizando los organismos administradores del seguro de la ley N°16.744; se deroga el artículo 9, que obliga al ex Servicio del Seguro Social a otorgar las prestaciones médicas y el subsidio por incapacidad laboral, a los trabajadores calificados como obreros, a través de ex Servicio Nacional de Salud, sin posibilidad de convenir el otorgamiento de estas prestaciones mediante terceros; se reemplaza el artículo 10 de manera de concentrar las competencias respecto de la administración del seguro en el Instituto de Seguridad Laboral como gestor público del sistema y, por tanto, deberá otorgar a todos sus trabajadores afiliados las prestaciones pecuniarias, preventivas y médicas; adicionalmente, el Instituto de Seguridad, podrá convenir el otorgamiento de prestaciones médicas con los Servicios de Salud, con las Mutualidades de Empleadores o con otros establecimientos de salud públicos o privados; se propone sustituir, en el artículo 21, la referencia al ex Servicio Nacional de Salud por el Ministerio de Salud. Sin perjuicio de lo anterior, se mantienen las atribuciones y financiamiento para el desarrollo de las labores propias de la administración del seguro que actualmente detenta el Ministerio de Salud y que ejecutan a través de sus organismos o servicios dependientes; y acorde a las ideas matrices de las mociones presentadas, se procede a actualizar el concepto de trabajador contenido en el artículo 25 de la Ley N°16.744.

*****************


El señor Tito Pizarro, Subsecretario de Salud (subrogante), comenta que la iniciativa se trabajó en conjunto con el Ministerio del Trabajo y Previsional, dado que cuando algunos trabajadores llegan a los servicios de urgencia y red de atención pública en salud, provocan una pérdida de identidad del trabajador  por esta distinción entre obrero y empleado. Por lo tanto, el trabajador no recibe todos los beneficios que la ley contempla, quedan en lista de espera, tal como una persona que tiene una enfermedad en particular, en las mismas condiciones a otra  que no tiene un accidente laboral o que no tiene una enfermedad profesional. Sostiene que se hace relevante la eliminación de esta distinción para permitir que el Instituto pueda realizar convenios con los propios Servicios de Salud, u otros, a fin de que la prestación sea lo suficientemente específica y concreta.  A su vez, evitar que un trabajador que detenta la condición de obrero, entre en un proceso de rehabilitación oportuna y rápida para reingresar al mundo laboral y su vida cotidiana.


El diputado Felipe de Mussy menciona que junto con el diputado Melero tuvieron la oportunidad de analizar en extenso y con profundidad el proyecto en la Comisión de Trabajo, y están de acuerdo en que debe ser aprobado.


Recuerda que el primer proyecto presentado en este sentido fue durante la  administración del Presidente Piñera, año 2013. Asimismo, solicita a la representante de la Dipres un informe financiero más detallado y, por otra parte, felicita a la Ministra del Trabajo Previsión Social por la entrega del informe de productividad. 


El diputado Lorenzini critica que el informe financiero sea tan escueto y se refleje que existen 13 mil millones en régimen; debería explicitar mes y  año; cómo van sumando y el desglose de los recursos. Según su parecer, no es un informe financiero, más bien un relato del proyecto. Respecto del  artículo 21, que dice que el Instituto de Seguridad Laboral deberá aportar al Ministerio de Salud para financiar, consulta si esos recursos están incluidos en el informe financiero. 


El diputado Melero expresa que la diferencia entre empleado y obrero se basa en la preeminencia del esfuerzo intelectual o  físico, lo que se establecía era  que tenían trabajo intelectual el empleado y esfuerzo físico, obrero, postura perduró durante muchos años, hasta que en el gobierno militar se eliminó. Por lo tanto, se entendió que para todos los efectos legales se entiende por trabajador toda persona natural que preste servicios personales intelectuales o materiales bajo dependencia o subordinación, y en virtud de un contrato de trabajo; sin embargo, quedó pendiente esta la discriminación señalada.


Agrega que el financiamiento del Instituto de Salud Laboral  que proviene de las cotizaciones de los trabajadores que se pagan a través del empleador, deberían destinarse íntegramente a la entrega de las prestaciones del seguro; sin embargo, financian el seguro escolar y las actividades inspectivas de los Seremis de Salud. En consecuencia, solicita que todos los recursos que provienen de ello, se direccionen directamente a beneficios de los trabajadores que cotizan.


El diputado Monsalve pregunta cómo se llega a la cantidad de $13.729 mil millones de pesos y cuál es la fuente de esa información. En el propio debate de la indicación sustitutiva se reconoce que muchos trabajadores que concurren a recibir atención a un servicio público, son atendidos como una enfermedad común,  y provienen de una causa laboral. Este caso está contemplado en el informe entregado a la comisión, inquietud que plantea para pedir precisión en la fuente de los datos.


La señora Jacqueline Canales, asesora de la DIPRES, aclara que el procesamiento de la información para el registro de datos presenta bastantes dificultades, esencialmente, porque los trabajadores, al momento de recurrir a los servicios de Salud,  no realizan la distinción entre obrero y empleado u accidente laboral o enfermedad común. En consecuencia, como poseían información incompleta, trabajaron el informe en base a supuestos.


Señala que el impacto fiscal neto es de $ 13.729 millones anuales en régimen, monto que viene del cálculo de los 850 mil cotizantes del ISL atendidos en los diferentes hospitales del sector público. Se realizó un supuesto con la información del año 2015, se revisó la tasa de accidentabilidad que involucra a toda la industria, el resto de las mutuales; cuántos accidentes tiene el sistema por leyes laborales; todos los elementos que lo componen arrogando que es del 5% de accidentes en lo que respecta a la ley de Accidentes del Trabajo. Por lo tanto,  se estarían atendiendo 40.775 casos de personas accidentadas, el ISL  registra a los empleados accidentados en 16.151 casos. Concluye que los casos de obreros accidentados están dados por la diferencia del total de los accidentados menos los empleados atendidos, 24.624 casos. A continuación, los 24.624 casos se multiplican por el valor de la prestación que promedia los $ 526.000, dando como resultado los $ 12.952 millones, siendo este el valor total de las atenciones de salud.


Por otra parte, el gasto en subsidio de incapacidad es de $ 4.655 millones; además, el gasto en personal  asciende a $1.010 millones y, el de  prevención, a $ 1.662 millones. Por tanto, si se suman estos cuatro componentes, resulta un total bruto anual de $ 20.279 millones de pesos. Sin embargo, existen disminuciones, tales como las prestaciones médicas, con un total de $ 1.876 millones; el Subsidio de Incapacidad Laboral $ 4.655 millones, y en rehabilitación de inválidos $19 millones. En consecuencia, si reducimos los $ 6.550 millones del total de $ 20.279, da un total plasmado en el informe de 13.379 millones.


El diputado Monsalve consulta por qué el seguro escolar se financia con los recursos de la cotización de los trabajadores. Según su parecer, no tiene lógica, siendo que el fin es destinarlos para trabajadores con accidentes o enfermedades laborales.


El diputado Sergio Aguiló coincide con la inquietud del diputado Monsalve, cual es el financiamiento del seguro escolar. Más aún, añade que no es el trabajador el que cotiza sino el empleador. Sin embargo, con cargo a los empleadores, están incorporados al ISL y no al resto que están en las mutuales, aseverando que es discriminación. Agrega que también deberían financiarse la promoción y prevención con recursos que reciben las mutuales, y no solo con los con los que recauda el ISL.


El diputado Ortiz (presidente) explica que el proyecto tiene artículo único,  con 7 numerales y dos disposiciones transitorias, se tratará todo el articulado. Añade que el artículo segundo transitorio plantea que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley,  en su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Instituto de Seguridad Laboral, y en lo que faltare, con cargo al Tesoro Público; en los años siguientes el gasto se financiará con los recursos que se contemplen en la respectiva leyes de presupuesto del sector público.


El señor Tito Pizarro, Subsecretario de Salud (subrogante),  manifiesta que una de las ventajas de ser aprobada la iniciativa es que se generarán registros que dimensionarán con certeza cuántas enfermedades profesionales existen. De tal modo que favorecerá la implementación de convenios entre el Ministerio del Trabajo y el ISL con los distintos servicios de Salud u otra institución. En relación al seguro escolar,  se generó cuando todos debían que aportar; sin embargo, ahora solo quedó con cargo al ISL.


El diputado Melero consulta a la Ministra o al Subsecretario de Salud  si es factible ingresar una indicación con un artículo transitorio que señale que la totalidad de los recursos que se reciban por concepto de cotización de seguro irán íntegramente en beneficio del trabajador y no al seguro escolar o a las secretarias ministeriales de Salud.


La ministra  Krauss destaca que lo esencial del proyecto es eliminar una distinción “odiosa” que afecta a los trabajadores de nuestro país, en especial a las 150 mil trabajadoras de casa particular representadas en esta comisión que se verán beneficiadas con el término de esta distinción. Asimismo, permitirá realizar registros para construir políticas públicas sustentables y sostenibles en el tiempo.


En relación a la consulta del diputado Melero sostiene que pueden hacer algunas apreciaciones, sin embargo pueden distorsionar ciertos aspectos del proyecto, que para el gobierno de la Presidenta le parecen fundamentales. 



Finalmente, reconoce que las mutuales también realizan prevención, junto con el Ministerio de Salud o el ISL.


La señora Jeannette Jara Román, Subsecretaria de Previsión Social,  que con respecto el seguro escolar es un tema que se ha tenido a la vista en las distintas discusiones de la política nacional de seguridad y salud en el trabajo. Se refiere que con la implementación del Convenio 187, de la OIT,  el programa es un plan de acción donde se comprometen trabajadores y empleadores con tareas concretas, junto con el gobierno, para llevar adelante la modernización del sistema de seguridad y salud  en el trabajo.


La señora Jacqueline Canales, en relación al seguro escolar sostiene que el ministerio vela por los usos eficientes de los recursos públicos. Sin embargo, al no existir registros suficientes, se necesita tener claridad de la magnitud de esos recursos para, finalmente, determinar si el seguro escolar continúa en Salud o no.


El diputado Ernesto Silva está conteste con el proyecto, por lo que pone énfasis en la posibilidad de que el trabajador pueda elegir el servicio de Salud, por parte de los trabajadores ante un eventual accidente del trabajo o una enfermedad profesional.


Por otra parte, muestra preocupación ante las grandes discrepancias entre el informe financiero y el informe productivo, 


Finalmente, en cuanto a los convenios, consulta cómo se determinarán las tarifas,   y cómo se definirá para no afectar los convenios que existen.

*****************


La señora Ruth Olate, presidenta  de FESINTRACAP, agradece la invitación a exponer sobre sus planteamientos y opiniones respecto de la eliminación de la discriminación obrero/empleado.


 Explica que el universo de Trabajadoras de Casa Particular es de aproximadamente  400.000 personas, que más del 50% de las trabajadoras no tienen previsión social, bajos sueldos que no superan  los $ 280.000, con falta de fiscalización y jornadas laborales extensas.

 
Puntualizó que debido a las múltiples funciones que realizan  (aseo integral del hogar, jardín, cuidado de enfermos,  ancianos y niños entre otros), a largo plazo, generan daños a la salud de manera irreversible, vinculada a enfermedades osteomusculares y de salud mental, si no son tratadas oportunamente.  


Sostiene que son  discriminadas a la hora de ser atendidas  producto de un accidente del trabajo o enfermedad profesional, sólo pueden ir a los hospitales públicos que atienden a toda la población  y no a otro tipo de prestadores más especializados.


En Chile, la ocupación de Trabajadora de Casa Particular se constituye en un trabajo precario, profundizado por la discriminación obrero y empleado. 


Agrega que la diferenciación que genera la actual ley  entre “empleados y obreros”, se sostiene en el argumento de la preeminencia  del esfuerzo intelectual o del esfuerzo físico; diferencia que existió hasta el año 1978, donde no hubo más distinción obrero-empleado y  todos pasaron a ser trabajadores/as para efectos laborales, no así para los efectos previsionales, donde las diferencias subsisten, y  que hasta el día de hoy genera graves consecuencias en lo  que es la atención médica cuando el trabajador/a sufre un accidente del trabajo o enfermedad profesional. Sin embargo  si el afectado es “empleado”, tiene la libertad de acceder a toda la gama de prestadores médicos con que cuenta el organismo administrador para atenderse de manera oportuna y especializada, tanto  público como privado. Asimismo, si el afectado es un “obrero”, solo puede acceder a la atención limitada a los establecimientos pertenecientes a los Servicios de Salud, disminuyendo con ello la posibilidad de atención oportunidad cuando la requiera”,  por ejemplo, operaciones,   rehabilitación, prótesis, entre otros.


Recalca la diferenciación que hace la  actual ley entre un trabajador y obrero es un acto arbitrario  e indigno, por cuanto crea trabajadores de primera y segunda categoría que, según sea tipificado, va a tener un trato distinto en la atención médica, en calidad y en oportunidad. Sabido es que un accidente o enfermedad laboral mal atendido puede traer graves consecuencias a la salud del trabajador/a, agudizando el daño aún más.


En relación al proyecto de ley que modifica la  ley N° 16.744 con la finalidad de eliminar la discriminación obrero empleado, sostiene que el punto más importante es la derogación del artículo  9,  que obliga al ex Servicio de Seguro Social a otorgar las prestaciones médicas y el subsidio por incapacidad laboral a través del ex Servicio Nacional de Salud, sin posibilidad de convenir el otorgamiento de estas prestaciones mediante terceros. Asimismo, plantea que es fundamental otorgar los recursos necesarios al Instituto de Seguridad Laboral para que pueda funcionar en plenitud con esta modificación legal y así entregar las prestaciones  de calidad y oportuna.  


Concluye en que la iniciativa viene a enmendar una discriminación que tiene por más de 48 años, desde la creación de la ley N° 16.744 de accidentes del trabajo, trayendo consigo daños irreparables a la salud de las trabajadores/as por la falta de atención oportuna y especializada.  

****************


Continuando con las exposiciones, la señora Bernardita Muñoz ANECAP, manifiesta que para las Trabajadoras de Casa Particular terminar con la distinción entre obreros y empleados en la Ley 16.744, es una necesidad urgente. 


Aclara que las consecuencias de esta discriminación pueden llegar a ser graves, y lo ilustra con un ejemplo:


Relata que una trabajadora de casa particular se accidentó en el trayecto a su trabajo, sufriendo un esguince en el tobillo; es atendida de urgencia en un hospital público, donde fue enyesada. Sin embargo, no existió hora para el control por meses y cuando es recepcionado el reclamo al  Instituto de Seguridad Laboral se  deriva a un prestador en convenio de esta Institución. En consecuencia, por no  haber sido controlada durante cuatro meses, derivo en la perdida de movilidad en la pierna, por lo que, finalmente,  fue pensionada por invalidez.


Expresa que han sido testigos de los esfuerzos que ha dedicado el Instituto de Seguridad Laboral para terminar con esta diferencia. Que fueron invitadas a la Cuenta Pública en Rancagua donde informaron que en 2014 contaba con 21 convenios para otorgar prestaciones médicas, aumentando a 73, en 2016.


Comenta que la Ministra del Trabajo, Alejandra Krauss, destacó en su Cuenta Pública que el Instituto de Seguridad Laboral cuenta con la más amplia red de prestaciones de todos los administradores del Seguro Ley N° 16.744, por lo que consulta lo siguiente: ¿Por qué las trabajadoras de casa particular y todos los trabajadores que hoy son considerados “obreros” no podemos acceder a esta red en igualdad de condiciones que los considerados “empleados”? 


Por lo anteriormente expuesto, solicita a los diputados que esta modificación  entre en vigencia el 1 de enero de 2018 o lo antes posible, pues cada día que pasa es un riesgo para cientos de miles de trabajadores y trabajadoras que esperan un trato justo por parte del Estado de Chile.

***************


La señora Marta Albornoz Tapia, presidenta de Fenama, agradece poder exponer frente a la comisión sobre la iniciativa legal.


Explica que la democracia tiene mayor valor cuando a los trabajadores se les otorga el espacio para expresar sus necesidades y opiniones, ante quienes justamente deben velar por las mejoras y cumplimientos de condiciones laborales, económicas y de salud para la clase obrera.


Indica que como trabajadora de la manipulación de alimentos, donde prima el esfuerzo físico, quedan expuestas a accidentes laborales y enfermedades profesionales, por lo que solicita  aprobar estas mociones refundidas a fin de que exista una mejor atención medica hacia sus asociados.


Sostiene que la discriminación sufrida por la distinción de empleado u obrero ha tenido como consecuencia no optar a una atención médica inmediata y  de calidad, por ser denominados obreros. Por otra parte, ante un accidente de trabajo, solo pueden acceder a un servicio de urgencia público, que está colapsado; sin embargo, las mutualidades ofrecen a las empresas una variedad de especialidades médicas.


Plantea que se realice mayor inversión en los espacios hospitalarios y/o clínicos para la atención médica en el sistema de atención de accidentes laborales y, además, que se mejore el sistema de mutuales. 


Sabemos que un monto del aporte de los trabajadores va directamente al Ministerio de Salud,  quien es el colaborador en atención médica de urgencia al trabajador, pero que sin embargo en su criterio de atención, los trabajadores accidentados no forman parte de sus prioridades.


Las mutuales e ISL fueron creados para resguardar la salud del trabajador, entendiendo que un trabajador sano y protegido medicamente es un trabajador comprometido con su trabajo, que cuenta con una red de protección  tanto en lo preventivo ergonómico como en lo asistencial ante un accidente, por lo que cree es la oportunidad de hacer el cambio de raíz e invertir los dineros de los trabajadores en donde se ha mostrado crecimiento en cobertura y prevención en beneficio de los mismos.


Añade estar agradecida con el proyecto y solicita que los recursos aportados por los trabajadores serán ocupados, en él o los organismos que realmente protejan la salud del trabajador y no serán soporte o aporte a subvencionar al Estado. 


Concluye que los trabajadores aportan más que suficiente al financiamiento del Estado, con un 40 %, crearon la riqueza y a cambio reciben salarios bastante pequeños. Por lo tanto, según su parecer, no corresponde financiar las labores de inspección y prevención de riesgos profesionales, y la Comisión Médica de Reclamos. 

*******************


El diputado Monsalve solicita votar en la presente sesión la iniciativa, debido a que las diferencias de interpretación de los dos informes, el financiero del proyecto de ley y de productividad, pueden ser aclaradas con posterioridad y, según su parecer, no tendrá grandes cambios.

El diputado Ortiz (presidente) está de acuerdo con votar de inmediato el proyecto porque que no cree que cambiará radicalmente el informe financiero y el de productividad, sin embargo, por no estar la totalidad de los diputados que tomaron el acuerdo de votar la próxima sesión, se retomará lo acordado.

VOTACIÓN
Es de competencia de la Comisión todo el proyecto, el cual es del siguiente tenor
"Artículo 1°.- Modificase la ley N° 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, en el siguiente sentido:

1)
Sustituyese el artículo 4 por el siguiente:

"Articulo 4.- Para los efectos de este segur o, todos los empleadores se entenderán afiliados, respecto de la totalidad de sus trabajadores, al Instituto de Seguridad Laboral, salvo que se adhieran a alguna Mutualidad de Empleadores.

Lo dispuesto en el inciso anterior también se aplicará a los trabajadores independientes afectos al seguro de esta ley.".

2)
Reemplázase el artículo 8 por el siguiente:

"Articulo 8.- La administración del seguro estará a cargo del Instituto de Seguridad Laboral y de las Mutualidades de Empleadores, en adelante denominados los organismos administradores.".

3)
Derógase el artículo 9.

4)
Reemplázase el artículo 10 por el siguiente:

Artículo 10.- El Instituto de Seguridad Laboral administrará este seguro, incluida la realización de actividades de prevención de riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, respecto de sus entidades empleadoras afiliadas y los trabajadores de éstas, como también respecto de los trabajadores independientes que corresponda.

El Instituto de Seguridad Laboral podrá contratar el otorgamiento de las prestaciones médicas con los Servicios de Salud, con las Mutualidades de Empleadores o con otros establecimientos de salud públicos o privados.

Para los servicios de salud del artículo 16 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, y los establecimientos de salud experimental creados por los decretos con fuerza de ley N°s 29, 30 y 31, de 2000, todos del Ministerio de Salud, será obligatorio convenir el otorgamiento y proporcionar tales prestaciones cuando se lo solicite el Instituto de Seguridad Laboral, sujeto ello al pago de tarifas establecidas según los aranceles vigentes.

Los convenios de atención celebrados por el Instituto de Seguridad Laboral con los organismos públicos y privados se sujetarán a las normas de contratación general del Estado y a las modalidades, condiciones y aranceles que señale un reglamento emanado del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito también por los Ministros de Salud y de Hacienda.".

5)
Reemplázase el artículo 21 por el siguiente:

"Articulo 21.- El Instituto de Seguridad Laboral deberá aportar al Ministerio de Salud un porcentaje de sus ingresos con el objeto de financiar el desarrollo de las labores de inspección y prevención de riesgos profesionales, así como para el funcionamiento de la Comisión Médica de Reclamos.

Mediante decreto dictado anualmente por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito por el Ministerio de Salud, se establecerá el monto, las modalidades y condiciones para el traspaso de los aportes señalados en el inciso precedente.".

6)
Sustituyese el artículo 23 por el siguiente:

"Articulo 23. - Todas las sumas de dinero que le corresponda percibir al Ministerio de Salud por aplicación de lo dispuesto en la presente ley, se contabilizarán por separado para destinarlas exclusivamente a los objetivos que esta ley le encomienda.".

7) Sustituyese en el artículo 25 la oración "a toda persona, empleado u obrero, que trabaje para alguna empresa, institución, servicio o persona" por la siguiente: "a toda persona que preste servicios por cuenta propia o como dependiente para alguna entidad empleadora.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia el primer día del año subsiguiente a la fecha de su publicación.

Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley en su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Instituto de Seguridad Laboral y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes, el gasto se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de presupuestos del Sector Público.".

INDICACIONES PARLAMENTARIAS
a) De los Diputados (as) Karol Cariola; Lautaro Carmona; Hugo Gutiérrez; Camila Vallejo, y Marcelo Schilling, para reemplazar el artículo 21 de la ley 16.744 por el siguiente:

"Los recursos provenientes de las cotizaciones percibidas en virtud de la presente ley por el Instituto de Seguridad Laboral serán administrados íntegramente por éste para el cumplimiento de sus tareas propias, es decir el otorgamiento de las prestaciones preventivas, médicas y económicas derivadas a causa o con ocasión de un accidente laboral o enfermedad profesional.

En consecuencia, el desarrollo de las labores de inspección y prevención de riesgos profesionales, así como el funcionamiento de la Comisión Médica de Reclamos, serán realizadas por el Ministerio de Salud y financiadas con fondos generales de la nación."

2- Eliminase el artículo 23 de la ley 16.744.”.

El señor Ortiz (Presidente de la Comisión) procedió a declarar inadmisible las indicaciones por tener incidencia en materias de administración presupuestaria y financiera del Estado, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Carta Fundamental.

b) Del Diputado señor Aguiló, al artículo primero transitorio, para sustituir  la frase "el primer día del año subsiguiente a la fecha de su publicación" por la frase "el 1 de enero del año 2018".

El señor Ortiz (Presidente de la Comisión) procedió a declarar inadmisible la indicación por tener incidencia en materias de administración presupuestaria y financiera del Estado, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Carta Fundamental.

Solicitud de votación separada. 
Los señores  Lorenzini  y Monsalve piden se vote en forma separada el numeral 5) del artículo 1°.
Sometido a votación el conjunto del articulado del proyecto, con excepción de la norma sobre la cual se ha pedido votación separada, es aprobado por el voto unánime de los Diputados señores José Miguel Ortiz (Presidente de la Comisión); Sergio Aguiló; Felipe De Mussy; Pablo Lorenzini; Manuel Monsalve;Marco Antonio Núñez; Alejandro Santana, y Marcelo Schilling.
Sometido a votación el numeral 5) del artículo 1°, es rechazado por no reunir el quórum de aprobación. Votan a favor los señores José Miguel Ortiz (Presidente de la Comisión); Felipe De Mussy; Marco Antonio Núñez, y Alejandro Santana. Votan en contra los señores Sergio Aguiló; Pablo Lorenzini, y Manuel Monsalve. Se abstiene el señor Marcel Schilling.
Fundamentación de voto

El señor Aguiló, explica que vota en contra porque en virtud de esta norma, parte del financiamiento de un Ministerio viene de recursos provenientes de un Instituto que depende de otro Ministerio, y además porque lo fundamental de este proyecto es que termina con la distinción entre empleado y obrero, lo cual ya se aprobó. Finalmente, señala que los seguros escolares e inspecciones de las Seremis deben financiarse con recursos generales de la Nación.

El señor Lorenzini, expresa que vota en contra porque no dejará que en el futuro, mediante un decreto, los Ministerios del Trabajo y Salud decidan el destino de los recursos, lo cual es de competencia de esta Comisión.

El señor Monsalve, da conocer que vota en contra porque el decreto N° 594, de 1999, del Ministerio de Salud, que aprueba el reglamento sobre condiciones sanitarias y ambientales basicas en los lugares de trabajo, obliga al Ministerio de Salud a fiscalizar las condiciones de trabajo, y no ve que los recursos que el ISL ha aportado tenga una expresión tangible en la fiscalización e inspección, que es un rol permanente de la autoridad sanitaria.
Se designó diputado informante al señor Daniel Farcas.
***********************************
Tratado y acordado en sesiones de fechas 19 de julio y 1 de agosto de 2017, con la asistencia los Diputados señores José Miguel Ortiz (Presidente de la Comisión); Sergio Aguiló; Felipe De Mussy; Roberto León; Pablo Lorenzini; Patricio Melero; Manuel Monsalve; Marco Antonio Núñez; Alejandro Santana; Marcelo Schilling, y Ernesto Silva.
SALA DE LA COMISIÓN, a  1 de agosto de 2017.
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